



PROYECTO DE LEY

LEY DE ETICA Y TRANSPARENCIA EN LA FUNCION PUBLICA  

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

Capítulo I

Finalidad de la Función Pública

Artículo 1º - Finalidad de la Función Pública. La finalidad de la función pública es el bien común, determinado por la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales ratificados por la Nación, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las leyes. 

Artículo 2º - Deber de Lealtad. El/la funcionario/a público tiene el deber primario de lealtad con la Nación Argentina, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la defensa del sistema republicano y democrático de gobierno.

Capítulo II

Objeto, Ámbito de Aplicación

 Artículo 3º - Objeto. La presente Ley tiene por objeto regular el ejercicio de la función pública mediante el establecimiento de principios generales y normas de conducta para prevenir, evitar, investigar, detectar, sancionar y erradicar la corrupción, en el marco de lo dispuesto por la Convención Interamericana Contra la Corrupción, aprobada por la Organización de Estados Americanos, el 29 de marzo de 1996 y ratificada por la Ley Nacional Nº 24.759
Artículo 4º - Ambito de aplicación. Esta Ley se aplica a todos/as los/as funcionarios/as públicos que se desempeñan en la función pública, en forma temporal o permanente, remunerada u honoraria, por elección popular, por designación directa, por concurso u otro medio legal, en nombre o al servicio de cualquiera de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicia de la Ciudad de Buenos Aires, en todos los organismos y niveles jerárquicos, las Comunas, los órganos descentralizados, los entes autárquicos, las agencias, los organismos de control y/o de seguridad pública, los fideicomisos, las corporaciones, empresas y sociedades del Estado, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, las sociedades de economía mixta, y todas aquellas organizaciones donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias.

Capítulo III

Definiciones

Artículo 5º - Definiciones. En los términos de la presente Ley se entiende por:

a) Función pública: toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una persona física en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos.
b) Funcionario/a público: cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos.
Capítulo IV

Principios Rectores de la Etica Pública

Artículo 6º - Principios Rectores. Los/as funcionarios/as públicos comprendidos en la presente Ley se encuentran obligados a cumplir y hacer cumplir estrictamente la Constitución Nacional, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten y defender el sistema republicano y democrático de gobierno, con los siguientes deberes y pautas de comportamiento ético:

a) Desempeñarse observando y respetando los principios éticos establecidos en la presente Ley, a saber: honestidad, probidad, rectitud, honradez, responsabilidad, idoneidad, buena fe y austeridad republicana.

b) Velar en todos sus actos por los intereses del Estado de la Ciudad de Buenos Aires, orientados a la satisfacción del bienestar general, privilegiando de esa manera el interés público sobre el particular.

c) Observar una conducta correcta, digna y decorosa, acorde con su jerarquía y funciones, en relación con sus superiores, pares y subordinados y con la ciudadanía en general.

d) Guardar la confidencialidad correspondiente con respecto a todos los hechos e informaciones de los cuales tengan conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones, de conformidad con las disposiciones vigentes en materia de secreto y reserva administrativa.

e) Denunciar ante la autoridad competente todo hecho, acto u omisión de los que tuvieran conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones que pudiera causar perjuicio a la Ciudad de Buenos Aires o configurar delito.

f) Acreditar el cumplimiento de los requisitos legales y técnicos necesarios para desempeñar con idoneidad el cargo para el que ha sido elegido o designado.

g) No recibir ningún beneficio personal indebido vinculado a la realización, retardo u omisión de un acto inherente a sus funciones, ni imponer condiciones especiales que deriven en ello.

h) Actuar conforme al principio republicano de publicidad de los actos de gobierno y al derecho que tiene la sociedad de estar informada de las actividades de la Administración.

i) Fundar sus actos y mostrar la mayor transparencia en las decisiones adoptadas sin restringir información, a menos que una norma o el interés público claramente lo exijan.

j) Proteger y conservar la propiedad del Estado de la Ciudad de Buenos Aires y sólo emplear sus bienes con los fines autorizados. 

k) Abstenerse de utilizar información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales o de permitir su uso en beneficio de intereses privados.

l) Abstenerse de usar las instalaciones y servicios del Estado para su beneficio particular o para el de sus familiares, allegados o personas ajenas a la función oficial, a fin de avalar o promover algún producto, servicio o empresa.

ll) Observar en los procedimientos de contrataciones públicas en los que intervengan los principios de publicidad, igualdad, concurrencia razonabilidad.

m) Abstenerse de intervenir en todo asunto respecto al cual se encuentre comprendido en alguna de las causas de excusación previstas en ley procesal civil.

Capítulo V

Prohibiciones

Artículo 7º - Principios General. La persona que ejerza funciones públicas debe abstenerse de intervenir en aquellos asuntos en los cuales el interés general que debe gestionar desde la función que ejerce se superponga con sus propios intereses o los de una persona jurídica a la que se encuentre vinculado.

Artículo 8º - Prohibiciones. En el ejercicio de funciones públicas se encuentra prohibido:

a) Recibir cualquier tipo de ventaja en ocasión o motivo de sus funciones, así como aprovechar la misma para obtener beneficios de cualquier tipo, que no se encuentren previstos en la legislación específica.

b) Utilizar información o datos de los que haya tomado conocimiento en ocasión o con motivo de la función pública, antes de que sean dados a publicidad oficial, en beneficio propio.

c) Usar o aprovechar cualquier tipo de bienes de la Ciudad, a los cuales tenga acceso en ocasión o motivo de la función pública, en beneficio propio.

d) Realizar  con  motivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones actos de propaganda, proselitismo, coacción ideológica o de cualquier otra naturaleza, cualquiera fuera el ámbito donde se realicen éstas, que no guarden el debido decoro y respeto por el organismo a su cargo.

e) Recibir obsequios en ocasión o con motivo de la función pública de persona física o jurídica, cuando ésta tenga intereses que puedan verse afectados por una decisión, una acción, un retardo o una omisión del órgano o entidad en que se desempeñe el/la funcionario/a público/a.

f) Desempeñar cualquier otro cargo público remunerado en la Ciudad de Buenos Aires, así como en el orden Nacional, provincial o municipal, salvo en los casos contemplados en los artículos 12º, 13º y 14º de la Ley N° 471 de Relaciones Laborales de la Administración Pública de la Ciudad de Buenos Aires.

Artículo 9º - Condenado por Delito contra la Administración Pública. No puede ser designada/o en la función pública ninguna persona condenada por sentencia firme por delito contra la Administración Pública, conforme lo determinado por el artículo 57º de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires.

Capítulo VI

Conflicto de Intereses - Incompatibilidades

Artículo 10 - Incompatibilidades. El ejercicio de funciones públicas es incompatibles con:

a) Ser miembros de directorios o comisiones directivas y dirigir, administrar, asesorar, patrocinar, representar o prestar servicio remunerado o no, directa o indirectamente, o ser socio o de otra forma tener participación en la propiedad de quien tenga o tramite una concesión o sea proveedor del Estado Nacional, las provincias, la Ciudad de Buenos Aires o un municipio o realice actividades reguladas o controladas por éstos, siempre que tales actividades estén relacionadas con la jurisdicción u organismo en el que ejerce funciones públicas.

b) Ser proveedor del organismo en el que ejerce función pública, cuando de él o de ella dependa la contratación, directa o indirecta, de bienes, servicios u obras. Esta incompatibilidad se extiende al cónyuge, conviviente o terceras personas cuando se comprobase convivencia.

c) Realizar por sí o por cuenta de terceros gestiones tendientes a obtener el otorgamiento de una concesión, adjudicación o beneficio extraordinario en la Administración de la Ciudad de Buenos Aires y las Comunas, hasta un año después del egreso de la función pública y beneficiarse directa o indirectamente con ésta,

d) Mantener relaciones contractuales que le signifiquen beneficios u obligaciones con entidades directamente fiscalizadas por el organismo o entidad en la que se encuentre prestando servicios,

e) Representar, efectuar o patrocinar para terceros, trámites o gestiones administrativas, directamente relacionadas a su cargo, hasta un (1) año después de su egreso de la función.

Artículo 11 - Obligación de declarar otras actividades. Las personas alcanzadas por la presente Ley se encuentran obligadas a declarar, ante las dependencias de Recursos Humanos respectivas, cualquier otra actividad, empleo o función que desempeñen.

Artículo 12 - Excusación. Sin perjuicio de los regímenes especiales, en caso de conflicto actual o potencial de intereses, los sujetos comprendidos en la presente Ley deben excusarse de intervenir a través de una notificación fehaciente y debidamente fundada a la autoridad jerárquica correspondiente o, en su defecto, ante la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad.

Artículo 13 - Nulidad Absoluta. Los actos emitidos por los sujetos comprendidos en la presente Ley que se encuentren alcanzados por los supuestos del artículo 8º,  Conflicto de Intereses - Incompatibilidades son nulos de nulidad absoluta, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe. Las firmas contratantes o concesionarias serán solidariamente responsables por la reparación de los daños y perjuicios que por esos actos le ocasionen a la Ciudad de Buenos Aires. Si se tratare del dictado de un acto administrativo, éste se encontrará viciado de nulidad absoluta en los términos del artículo 14 del Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 1510/97, ratificado por la Resolución N° 41/LCABA/98.

Artículo 14 - Incompatibilidades con otros Regímenes. Los conflictos de intereses y las incompatibilidades detalladas precedentemente se aplican sin perjuicio de las que estén determinadas en el régimen específico de la función pública de cada poder, órgano, ente, agencia, área, dependencia o función.

Capítulo VII

Régimen de Obsequios y Beneficios

Artículo 15 - Prohibición de Recibir Obsequios y beneficios. Los/as funcionarios/as públicos comprendidos en la presente Ley no pueden, directa o indirectamente, para si ni para terceros, solicitar o aceptar obsequios o donaciones, sean de bienes o servicios, dádivas, promesas u otras ventajas o beneficios indebidos, con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones.

Artículo 16 - Excepciones. Se exceptúan de las prohibiciones previstas en el artículo anterior:

a) Los reconocimientos protocolares recibidos de gobiernos, organismos internacionales u otras entidades que la reglamentación admita.

b) Los gastos de viajes y estadías recibidos de gobiernos, instituciones y entidades sin fines de lucro, para el dictado o la participación en conferencias, investigaciones o cursos académico-culturales.

c) Los obsequios de cortesía o de costumbre diplomática. En estos casos la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad reglamentará su registración cómo deberán ser incorporados al patrimonio del Estado, para ser destinados a fines de salud, acción social y educación o al patrimonio histórico- cultural si correspondiere.

d) Las donaciones destinadas a actividades de bien público, en las condiciones que la reglamentación u otras normas establezcan.

Si el/la funcionario/a público recibiere alguno de los reconocimientos, pago de gastos de viajes o estadías, obsequios de cortesía o de costumbre diplomática o donaciones, enumeradas en el presente artículo, la misma será incluida en su Declaración Jurada Patrimonial.
Capítulo VIII

Régimen de Declaraciones Juradas Patrimoniales

Artículo 17 - Funcionarios/as Públicos Obligados. Se encuentran obligados a presentar la Declaración Jurada Patrimonial:

a) El Jefe/a de Gobierno, Vice-Jefe/a de Gobierno, los Ministros, Secretarios, Subsecretarios y los Directores Generales del Poder Ejecutivo.

b) Los Diputados/a de la Ciudad, Secretarios, Subsecretarios y los/as Directores Generales de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires.

c) Los miembros del Consejo de la Magistratura, los Secretarios/as y los Directores Generales.

d) Los miembros del Tribunal Superior de Justicia, los Secretarios/as y los Directores Generales.

e) Los Camaristas, Jueces, Juezas y Secretarios/as del Poder Judicial.

f) El Fiscal General, el Defensor/a General, Asesor/a Tutelar y demás funcionarios del Ministerio Público hasta el nivel de Secretario/a.                                                                                   

d) Las autoridades de las Juntas Comunales y el/la Directora/a General.

e)  El Procurador/a General de la Ciudad de Buenos Aires, los/as Adjuntos/as y los/as Directores/as Generales.

g) Los/as Auditores/as Generales y los/as Directores/as Generales.

h) El Defensor/a del Pueblo y sus adjuntos/as y los/as Directores/as Generales.

i) El Directorio del Ente Único Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires y los/as Gerentes/as.

j) El Directorio del Instituto de Juego y Apuestas de la Ciudad de Buenos Aires y los/as Directores/as Generales.

k) El Directorio y los/as Gerentes/as del Instituto de la Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires.

l) Los Administradores y los/as Directores/as Generales de todos los Entes y Agencias de la Ciudad de Buenos Aires.

m) Las autoridades de la Policía Metropolitana con jerarquía igual o superior a Comisario.

n) Los miembros del Directorio, el Síndico/a, el/la Gerente/a General y los Subgerentes Generales del Banco de la Ciudad de Buenos Aires.

g)  Toda persona que administre un patrimonio público o de uso público, que tenga por función controlar o fiscalizar ingresos públicos, que integre comisiones de evaluación de ofertas o de adjudicación en licitaciones públicas o privadas de compra o contratación de bienes o servicios en que intervenga la Ciudad con categoría no inferior a Director General o cargo equivalente.

o) Las personas cuyas propuestas para ocupar cargos públicos necesitan acuerdo de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

i) Los demás directivos, síndicos e integrantes de los directorios de los organismos descentralizados, entidades autárquicas, organismos de seguridad social, las empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones, donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones con categoría no inferior a Director General o cargo equivalente.

j) Toda persona encargada del otorgamiento de habilitaciones administrativas para el ejercicio de cualquier actividad, como también, todo encargado de controlar el funcionamiento de dichas actividades o cualquier otro control en función de un poder de policía.

Artículo 18 - Lugar de Presentación de la Declaración Jurada Patrimonial. Las Declaraciones Juradas Patrimoniales deben presentarse ante las dependencias de Recursos Humanos del área donde se desempeñen los funcionarios/as públicos enumerados en el artículo anterior de la presente Ley, dentro de los sesenta (60) días hábiles siguientes a la asunción de sus cargos. 

La citada Declaración Jurada Patrimonial debe ser actualizada anualmente, en el mes de diciembre de cada año y, presentada por última vez, dentro de los sesenta (60) hábiles desde el cese en el ejercicio del cargo.

Las respectivas dependencias de Recursos Humanos deben entregar al interesado una constancia provisoria de la recepción de las Declaraciones Juradas Patrimoniales y enviarla a la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad para su registro y archivo.

Registradas las mismas, la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad remitirá el recibo definitivo de recepción a las correspondientes áreas de Recursos Humanos, circunstancia que no implicará pronunciamiento respecto del contenido de la Declaración Jurada Patrimonial.

Artículo 19 - Contenido de la Declaración Jurada Patrimonial. La declaración jurada debe contener una nómina detallada de todos los bienes y deudas, en el país y en el exterior, así como el total de ingresos y egresos de cualquier tipo, propios del declarante, propios de su cónyuge, los que integran la sociedad conyugal, los del conviviente, los que integran, en su caso, la sociedad de hecho y los de los hijos menores, en el país o en el extranjero. En especial se detallarán los que se indican a continuación:

a) Bienes inmuebles y las mejoras que se hayan realizado sobre dichos inmuebles.

b) Bienes muebles registrables.

c) Otros bienes muebles cuando el valor de cada uno de ello supere la suma de cinco mil (5.000) Unidades Fijas (U.F.), en los términos del artículo 143 de la Ley Nº 2.095.

d) Los mismos bienes indicados en los incisos a), b) y c), de los que no siendo titulares de dominio o propietarios los/as obligados/as, tengan la posesión, tenencia, uso, goce, usufructo por cualquier título, motivo o causa. En estos casos deberá detallarse los datos personales completos de los titulares de dominio o de los propietarios; título, motivo o causa por el que se poseen, usan, gozan o usufructúan los bienes; tiempo, plazo o período de uso; si se ostentan a título gratuito u oneroso y cualquier otra circunstancia conducente a esclarecer la relación de los obligados con los bienes. 

e) Importe invertido en títulos, acciones, cuotas partes y demás valores cotizables o no en bolsa, o en explotaciones personales, societarias o similares.

f) Monto de los depósitos en bancos u otras entidades financieras, de ahorro y provisionales, nacionales o extranjeras, tenencias de dinero en efectivo en moneda nacional o extranjera. 

g) Créditos y deudas de cualquier tipo.

h) Monto y tipo de los bienes y/o fondos invertidos en los fideicomisos de los que participe como fideicomitente y/o fideicomisario y/o beneficiario.  

i) Ingresos y egresos anuales derivados del trabajo en relación de dependencia o del ejercicio de actividades independientes y/o profesionales.

j) Ingresos y egresos anuales derivados de sistemas previsionales.

k) Ingresos y egresos anuales derivados de rentas o de sistemas previsionales. 

l) Ingresos anuales obtenidos como consecuencia de la participación en cualquier tipo de sociedad -regular o irregular-, asociación, fundación, fideicomiso, explotación o similar.

ll) Ingresos y egresos anuales derivados de rentas obtenidas como consecuencia del alquiler de los bienes individualizados en los incisos a), b), c) y d).

m) Cualquier otro tipo de Ingreso y/o egreso anual, especificando su origen.

n) Importe total anual de los activos y pasivos, en el país y en el exterior, al inicio y al cierre del año que se declara, expresado en moneda histórica.

ñ) Importe total anual de los ingresos y egresos, de cualquier tipo, que se verificaron durante el año que se declara.

o) En el caso de los incisos a), b), c), d), e), f) g) y h), deberá consignarse la fecha de adquisición o ingreso al patrimonio, el valor de adquisición o de compra o aquel realmente invertido o el saldo al cierre  y el origen de los fondos aplicados a cada adquisición, compra, inversión o similar, además de lo que determine la reglamentación.

p) En el caso de los bienes identificados en los incisos a), b) y c), se deberá informar: 

1) En el caso de inmuebles: su valuación fiscal a la fecha de declaración.

2) En el caso de automotores: valuación según las tablas publicadas por la Administración Federal de Ingresos Públicos -AFIP-, para el impuesto sobre los bienes personales para el año de declaración.

3) En el caso de otros bienes no registrables: el valor total de adquisición o compra en su conjunto y el detalle de aquellos bienes cuyo valor de adquisición, en forma individual, sea igual o superior a la suma de cinco mil (5.000) Unidades Fijas (U.F.), en los términos del artículo 143° de la Ley N° 2.092.

Si el/la obligado/a a presentar la declaración jurada estuviese inscripto en el régimen de impuesto a las ganancias o sobre bienes personales no incorporados al proceso económico o hubiera presentado las Declaraciones Juradas de estos impuestos para el año que se declara, deberá acompañar también los formularios completos de las declaraciones juradas presentadas ante la Administración Federal de Ingresos Públicos -AFIP-.

Artículo 20 - Confidencialidad de las Declaraciones Juradas Patrimoniales. Conjuntamente con la Declaración Jurada Patrimonial legislada en el artículo precedente, se debe remitir un formulario dentro de un sobre cerrado y lacrado con la siguiente información:

a) El o los nombre/s del banco o entidad financiera en que tuviese depósito de dinero en el país y el exterior.


b) Los números de las cuentas corrientes, cajas de ahorro, cajas de seguridad y tarjetas de crédito, indicando la entidad emisora, y sus extensiones en el país y el exterior.


c) Las Declaraciones Juradas sobre Impuesto a las Ganancias o Bienes Personales No Incorporados al Proceso Económico.


d) La ubicación detallada de los bienes inmuebles y el porcentaje de tenencia de los mismos.

e) Los datos de individualización o matrícula de los bienes muebles registrables y el porcentaje de tenencia de los mismos.


f) Los datos de individualización de aquellos bienes no registrables cuyo valor de adquisición o compra sea igual o superior a la suma de cinco mil (5.000) Unidades Fijas (U.F.), en los términos del artículo  143° de la Ley N° 2.092.

g) La individualización, con inclusión del nombre y apellido, tipo y número de Documento Nacional de Identidad, razón social y CUIT/CUIL/CDI de aquellas sociedades -regulares o irregulares-, fundaciones, asociaciones, explotaciones, fondos comunes de inversión, fideicomisos u otros, en las que se declare cualquier tipo de participación o inversión –acciones o cuotas partes y/o se haya obtenido ingresos durante el año que se declara.

h) Los datos de individualización, con inclusión del nombre y apellido, tipo y número de Documento Nacional de Identidad, razón social y CUIT/CUIL/CDI de los titulares de los créditos y deudas que se declaren e importes atribuibles a cada uno de ellos.

La información prevista en los puntos precedentes sólo puede ser utilizada por la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y a requerimiento de autoridad judicial.

Artículo 21 - Publicación en el Boletín Oficial y en la Página Web. La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad publicará en el Boletín Oficial y en la página web del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires el listado de funcionarios/as públicos que hayan presentado las Declaraciones Juradas Patrimoniales y sus correspondientes actualizaciones. Asimismo, destaca las faltantes.

Artículo 22 - Publicidad de las Declaraciones Juradas Patrimoniales. Las Declaraciones Juradas Patrimoniales son públicas y su contenido puede ser consultado por las personas que se identifiquen conforme a lo dispuesto por la Ley N° 104, de Acceso a la Información, en la Ley Nacional de Protección de los  Datos Personales Nº 25.326 y en la norma de protección de datos personales de la Ciudad de Buenos Aires. Cumplida esta formalidad la información será brindada sin dilaciones ni obstáculos formales y se limitará a la enunciación y enumeración de los bienes que componen el patrimonio declarado. Los datos del requirente quedarán registrados en el archivo creado al efecto por la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad.
Artículo 23 - Intimación. Los funcionarios/as públicos que no hayan presentado sus Declaraciones Juradas Patrimoniales en la forma, plazo y de conformidad a lo establecido en la presente Ley y su reglamentación, son intimados/as fehacientemente por la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad para que lo hagan en el plazo de diez (10) días hábiles a partir de dicha notificación.

Vencido ese plazo la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad debe comunicar dicho incumplimiento a la autoridad con competencia para aplicar sanciones a fin de que adopte las medidas correspondientes.

Capítulo IX

Creación de la Oficina de Etica y Transparencia

de la Función Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Artículo 24 - Creación. Créase la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dependiente de la Legislatura, con personería jurídica propia, legitimación procesal y autonomía funcional y financiera, en los términos de la presente Ley.

Artículo 25 - Integración. La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad esta integrada por cinco (5) miembros titulares y cinco (5) cinco miembros suplentes, designados por la Legislatura, por mayoría absoluta del total de sus miembros, previa substanciación del procedimiento de Audiencia Pública previsto por la Ley N° 6 y modificatorias.

Artículo 26 - Propuestas para la Integración. El/la Presidente y dos (2) vocales son designados a propuesta de los Diputados de los Bloques Políticos de la Legislatura, respetando la proporcionalidad; un (1) vocal es propuesto por el Poder Ejecutivo y un (1) vocal es propuesto por el Tribunal Superior de Justicia.

Artículo 27 - Mandato, Reelección y Suplencias. Los miembros de la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad duran cuatro (4) años en sus funciones y pueden ser reelectos una (1) vez. 

Con la elección de cada uno de los miembros titulares se eligen los miembros suplentes para cubrir vacantes producidas por renuncia, remoción o muerte, los que completarán el mandato del titular.

Artículo 28 - Remoción. Los miembros de la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad conservan sus cargos mientras dure su buena conducta y sólo son removidos por juicio político.

Artículo 29 - Juramento o compromiso. Los miembros de la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad prestan juramento o manifiestan compromiso de desempeñar debidamente su cargo y obrar en conformidad con lo que prescribe la Constitución Nacional, la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y las leyes ante el Presidente de la Legislatura, en sesión pública.

Artículo 30 - Incompatibilidades, Inhabilidades e inmunidades. Los/las miembros de la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad tienen las mismas incompatibilidades, inhabilidades e inmunidades que los Diputados y Diputadas.

Artículo 31 - Representación de Género. En la conformación de la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad debe existir equidad de género.
Artículos 32 - Competencia. La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad tiene las siguientes atribuciones y funciones:

a) Recibir y registrar las Declaraciones Juradas Patrimoniales remitidas por las respectivas áreas de Recursos Humanos de las diferentes dependencias, responsabilizándose de su custodia y archivo por un plazo de diez (10) años, contados a partir de la fecha de cese del funcionario/a público.

b) Remitir a cada declarante, por intermedio de las respectivas áreas de Recursos Humanos el recibo definitivo de presentación de la Declaración Jurada Patrimonial, que no implica pronunciamiento alguno sobre los datos consignados en la misma.

c) Intimar fehacientemente a los sujetos comprendidos por la presente Ley que  no hayan presentado sus Declaraciones Juradas Patrimoniales en tiempo y forma.

d) Analizar y evaluar las Declaraciones Juradas Patrimoniales.

e) Controlar la evolución patrimonial de los sujetos comprendidos en la presente Ley, exigiendo las aclaraciones y/o documentación adicional que considere pertinentes respecto del contenido de sus declaraciones juradas.

f) Recibir e investigar las denuncias por violaciones a la presente Ley o actuar  de oficio ante el presunto incumplimiento de cualquiera de sus disposiciones.

g) Realizar los procedimientos correspondientes, emitir dictamen y remitirlo a la autoridad con competencia para aplicar sanciones.
h) Efectuar las denuncias ante la justicia penal en caso de advertir la posible comisión de un delito y presentarse como querellante.

i) Registrar con carácter público las sanciones administrativas y judiciales aplicadas por violaciones a la presente ley, las que deberán ser comunicadas por autoridad competente.
j) Asesorar y evacuar consultas, sin efecto vinculante, en la interpretación de situaciones comprendidas en la presente Ley.

k) Redactar el Reglamento de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que debe elevarse a la Legislatura para su aprobación por mayoría absoluta.

l) Publicar en el Boletín Oficial y en la página web del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires la nómina de funcionarios obligados a presentar su Declaración Jurada Patrimonial, con indicación de los que no completaron el requerimiento en tiempo y forma. 

ll) Elaborar el formulario único de Declaración Jurada Patrimonial.

m) Proponer a la Legislatura la modificación de la legislación vigente a efectos de garantizar la ética y la transparencia en la función pública.

n) Diseñar y promover programas de capacitación y divulgación del contenido de la presente Ley para los Recursos Humanos comprendido en ella.

o) Requerir colaboración de las distintas dependencias a fin de obtener los informes necesarios para el desempeño de sus funciones.

p) Dictar su propio Reglamento y administrar y disponer.

q) Elaborar y remitir un informe anual, de carácter público dando cuenta de su labor, a los Diputados/as miembros de la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control de la Legislatura y asegurar su difusión.
Artículo 33 - Procedimiento Sumarísimo. Detectado el incumplimiento de la presente Ley, la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad debe reunir el material probatorio necesario, notificar fehacientemente al funcionario/a correspondiente y recibir sus aclaraciones, pruebas y explicaciones, resguardando el derecho de defensa. El trámite es sumarísimo y breve.

Posteriormente, dicha autoridad, debe emitir un informe circunstanciado en el que consten las conclusiones extraídas del procedimiento efectuado, las faltas o irregularidades atribuidas y su opinión acerca de la calificación legal de los hechos investigados. Este dictamen es remitido a la autoridad con competencia para imponer sanciones y de corresponder efectúa la pertinente denuncia penal, remitiendo los antecedentes reunidos.
Capítulo X

Sanciones Administrativas y Responsabilidades

Artículo 34 – Inicio del Sumario Administrativo. Cuando un funcionario/a público enumerado/a en el artículo 17° de la presente Ley omitiera realizar la presentación de su Declaración Jurada Patrimonial, en tiempo y forma, vencido el plazo de intimación, la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad dispone el inicio del correspondiente sumario administrativo. La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad comunica de inmediato esta situación a la máxima autoridad del poder, organismo, ente, agencia o dependencia en la cual en la funcionario/a prestare servicios para que proceda al efecto.

Artículo 35 - Sanciones Administrativas. El incumplimiento de las disposiciones de la presente Ley es sancionado de acuerdo a los procedimientos establecidos en el ordenamiento jurídico aplicable a cada uno de los poderes, organismos, entes o agencias enunciadas en el artículo 4° y pude ser causal de:

a) Multa.

b) Suspensión.

c) Cese, exoneración o destitución, según corresponda.

Los funcionarios/as públicos no sujetos a un régimen disciplinario quedan sujetos al régimen que determine la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad.

Articulo 37 - Responsabilidad Civil y/o Penal de los Funcionarios Públicos. Las sanciones previstas en la presente Ley se aplican sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que pudieran corresponder.

Articulo 38 - Inhabilitación por No Presentar Declaración Jurada Patrimonial al Cese. Los/as funcionarios/as públicos que no presenten la Declaración Jurada Patrimonial dentro de los sesenta (60) días hábiles posteriores al cese del ejercicio del cargo se encuentran inhabilitados para volver a ser designados nuevamente en la función pública.

Capítulo XI

Control de la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos 

de Control de la Legislatura

Artículos 39 - Control de la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control de la Legislatura. La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad es controlada por la Legislatura a través de la Junta de Ética, Acuerdos y Organismos de Control.
Capítulo XII
Presupuesto
Artículo 40 - Presupuesto. El Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos dispone anualmente una partida presupuestaria para la el cumplimiento de las funciones asignadas a la Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad. 

Artículo 41 - Derogación. Derógase el artículo 14 de la Ley Nº 31 y el Decreto N° 1.381/04 y su normativa complementaria. 

Artículo 42 - Reglamentación. La presente Ley deberá ser reglamentada en el plazo sesenta (60) días a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Capítulo XIII

Disposiciones Transitorias

Disposición Transitoria Primera: Plazo para presentar las Declaraciones Juradas Patrimoniales. Todos los funcionarios públicos alcanzados por la presente Ley que se encuentran en funciones deben efectuar la correspondiente presentación dentro de los ciento veinte (120) días a partir de la reglamentación.

Disposición Transitoria Segunda: Todos los funcionarios públicos que se encuentren alcanzados por el régimen de Conflicto de Intereses e Incompatibilidades determinado en la presente Ley, a la fecha de entrada en vigencia de la misma, deben optar entre el desempeño de su cargo y la actividad incompatible, dentro de los treinta (30) días corridos a dicha fecha. 

Disposición Transitoria Tercera: La Oficina de Etica y Transparencia de la Función Pública de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires toma a su cargo la documentación que existiera en poder de todos los registros de declaraciones juradas relacionadas al patrimonio e incompatibilidades de los funcionarios públicos de la Ciudad de Buenos Aires. 

Artículo 43 - Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Sr. Vicepresidente 1°:


 


La ética y la transparencia en la función pública constituyen un plexo axiológico que tiene su raíz en los principios que fundamentan el sistema republicano y democrático de gobierno.

 




La presentación de esta iniciativa se enmarca en los postulados de la Coalición Cívica, que tienen entre sus principios básicos la ética, la república y la distribución del ingreso. Ello así, entendemos a la ética pública no sólo como la lucha contra la corrupción sino como un contrato moral que compromete a todos los argentinos contra las corporaciones que controlan la vida de la Nación y de la Ciudad, contra las matrices mafiosas que se han apropiado del Estado y contra las prácticas clientelistas que erosionan la democracia y la justicia y quitan a los ciudadanos no sólo sus derechos sino su autonomía y dignidad. 

 




Creemos en una república entendida no solamente como movimiento abstracto de los mecanismos institucionales, sino como garantía de poderes estatales responsables ante los ciudadanos y de una democracia sustantiva, basada en la representación y la participación y no en la delegación.






Es dable destacar, que en el año 1994 se incorporó a la Constitución Nacional el artículo 36°, que dispone: “El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.” 






La Organización de Estados Americanos, en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996 aprobó la Convención Interamericana Contra la Corrupción, que fue ratificada por la Ley Nacional Nº 24.759.  Además, el Congreso de la Nación mediante la Ley Nacional Nº 25.319, aprobó la Convención sobre la Lucha contra el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales Internacionales.






Por su parte, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su artículo 56° establece que: “Los funcionarios de la Administración Publica de la Ciudad, de sus entes autárquicos y descentralizados, son responsables por los daños que ocasionan y por los actos u omisiones en que incurrieran excediéndose en sus facultades legales. Deben presentar una declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar.” En tanto, el artículo 57° afirma: “Nadie puede ser designado en la función pública cuando se encuentra procesado por un delito doloso en perjuicio de la Administración Pública. El funcionario que fuese condenado por sentencia firme por delito contra la administración, será separado sin mas trámite.”   

 




Sobre el particular, el constitucionalista Humberto Quiroga Lavie
 comentando el artículo 56º de la Constitución de la Ciudad, señala: “La norma concluye con la indicación de que los funcionarios deberán presentar un declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar. También pensamos que esta obligación debe ser general. El enriquecimiento ilícito de un empleado subalterno no es menos grave para la ética pública que la de los funcionarios que ocupan cargos directivos.”   
 




Cabe mencionar, que la Ley Nacional N° 25.188, de Etica en el Ejercicio de la Función Pública, estable un conjunto de deberes, prohibiciones e incompatibilidades para los funcionarios públicos nacionales y crea en el ámbito del Congreso de la Nación la Comisión Nacional de Etica Pública, como un órgano independiente, con autonomía funcional, la cual, transcurrida más de una década, todavía no se ha constituido.

  




El Decreto Nacional N° 102/99, crea en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional la Oficina Anticorrupción, como un organismo encargado de velar por la prevención e investigación de aquellas conductas que dentro del ámbito fijado por la reglamentación se consideren comprendidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción aprobada por Ley Nº 24.759.






En la Ciudad de Buenos Aires se encuentra vigente el Decreto N° 1.381/04, que establece el Régimen de Presentación de Declaraciones Juradas para los Funcionarios Públicos del Poder Ejecutivo, a su vez, el Consejo de la Magistratura, el Poder Judicial y el Poder Legislativo poseen sus propios procedimientos de presentación de declaraciones juradas patrimoniales.  

 




Particularmente, consideramos que los valores republicanos se hallan claramente identificados en el firme compromiso de combatir la corrupción y promover las acciones tendientes a incrementar el grado de transparencia en la Administración Pública.

 




En este marco, no se puede dejar de mencionar la citada Convención Interamericana contra la Corrupción, primer instrumento internacional mediante el cual los Estados de América definen objetivos y adoptan obligaciones, no sólo desde el punto de vista político sino también jurídico, en la lucha contra la corrupción. Esta norma internacional recomiendo a los Estados parte el dictado de normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de la función pública, basado en la idea rectora de que el fin de la función pública es la realización del bien común y orientado principalmente a la educación ética y a la prevención de conductas disfuncionales que pudieran facilitar la realización de actos impropios.

 




En el proyecto de marras se establecen los principios generales que deben guiar la acción de los/as funcionarios/as del Estado de la Ciudad, entre ellos: la honestidad, la probidad, la rectitud, la honradez, la responsabilidad, la idoneidad, la buena fe y la austeridad republicana.

 




El principio republicano de publicidad de los actos de gobierno obliga a los funcionarios a manifestarse y actuar con veracidad y transparencia en la gestión de los asuntos públicos. Además, la defensa del interés general, que debe prevalecer en la función pública, exige que tales personas preserven su independencia de criterio, eviten verse involucrados en situaciones que pudieran comprometer su imparcialidad, mantengan una conducta decorosa y digna y no utilicen las prerrogativas del cargo para la obtención de beneficios personales.

 




Así, se establecen una serie de prohibiciones e incompatibilidades y un régimen para la Declaración Jurada Patrimonial de los funcionarios/as que será controlada por la Oficina de Etica y Transparencia en la función Pública de la Ciudad de Buenos Aires.

 




Para la realización de esta iniciativa se ha tenido en cuenta la legislación mencionada ut supra y varios proyectos de Ley  presentados con anterioridad en esta Legislatura por distintos Diputados/as de diferentes bloques políticos, algunos sin estado parlamentario y otros con estado parlamentario, circunstancia que manifiesta el interés y la preocupación de la Legislatura por la ética y la transparencia en el ejercicio de las funciones públicas.





Por todo lo expuesto solicitamos la sanción del presente Proyecto de Ley. 

� Quiroga Lavie, Humberto, La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1996, pág. 161.
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